
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA, POR REGLA GENERAL, PARA IMPUGNAR ACTOS ADMINISTRATIVOS / DERECHO DE PETICIÓN / FINALIDAD
… la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario cuya vocación, en principio, no es derruir las actuaciones administrativas, pues para ello es adecuada la jurisdicción contenciosa administrativa, a menos que se utilice el amparo como mecanismo transitorio para prevenir un perjuicio irremediable; situación que en el de marras ni siquiera se insinuó.

En tal sentido la Corte Constitucional enseña: “
En materia de actos administrativos de contenido particular y concreto, la jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que por regla general la acción de tutela no es procedente para controvertir actos administrativos toda vez que las discrepancias suscitadas por la aplicación o interpretación de los mismos deben ser dirimidas a través de la jurisdicción contenciosa administrativa…”.

El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero veintitrés del dos mil diecinueve 
Expediente 66001-31-03-003-2018-00455-01
Acta N° 13 del 23 de enero del 2019 
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 20 de noviembre del 2018, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por el Municipio de Pereira contra la Defensoría del Pueblo.
ANTECEDENTES

  



Con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales de petición y debido proceso, la Secretaría Jurídica del Municipio de Pereira, por conducto de apoderado judicial, demandó a la Defensoría del Pueblo.





Expuso, en síntesis que, en el marco de las decisiones judiciales que se impartieron en dos acciones de grupo incoadas contra esa entidad territorial, el Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos de la Defensoría del Pueblo, mediante la resolución 1731 del 9 de diciembre del año 2015, ordenó la devolución de $660.376.431.oo al Municipio de Pereira.





En tal virtud el municipio solicitó la entrega de esos dineros, lo que fue negado comoquiera que, según informó la accionada, mediante resolución 1005 del 17 junio del 2016 y en virtud de un recurso de reposición que presentó el abogado coordinador del grupo, se revocó la adiada el 9 de diciembre del 2015. 





Denunció que el acto administrativo emitido el 17 de junio del 2016 violenta el debido proceso, porque se aparta de la solicitud contenida en el recurso de reposición que contra él se presentó, es una revocatoria directa del primer acto administrativo que incumple con el lleno de los requisitos legales y por contera, no fue notificado. 




Por lo anterior el 16 de julio del año 2018 radicó ante la Dirección Nacional de Recursos y Acciones Judiciales de la Defensoría del Pueblo un petitorio, en el que solicitó información respecto de la forma y la fecha en que se realizó la notificación de aquel; ante lo cual se le comunicó que esa información sería suministrada una vez la regional Risaralda de dicha entidad aportara el soporte de notificación, habida cuenta de que fue esa dependencia la encargada de materializar la comunicación. No ha recibido respuesta concreta a esa solicitud.




Luego, con la convicción de que se omitió la notificación, el 13 de septiembre del mismo año, entre otras peticiones, solicitó la devolución del dinero. Esa petición tampoco ha sido contestada. 

 



Solicitó, en consecuencia, la protección de los derechos fundamentales invocados, ordenar a la accionada contestar los petitorios en cita y, en su defecto, ordenarle notificar en debida forma la resolución 1005 del 17 de junio del año 2016.  





Con la demanda aportó, entre otros documentos, copia de los derechos de petición y de los actos administrativos a los que hizo mención.

El juzgado de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela con auto del 30 de octubre pasado y por pasiva citó al Secretario General y al Director Nacional de Recursos y Acciones Judiciales, ambos de la Defensoría del Pueblo. 
La oficina jurídica de la Defensoría del Pueblo por conducto de apoderada judicial, dio cuenta de la actividad desplegada por la entidad en lo que a su rol le compete en relación con el trámite de las acciones de grupo de la referencia. Manifestó que no se evidencia vulneración al derecho fundamental de petición, habida cuenta de que se dio respuesta a la solicitud, lo que fue notificado a la dirección física y electrónica de la accionante; tampoco estimó violentado el derecho al debido proceso con la expedición de la resolución 1005 del 17 de junio del año 2016, que resolvió los recursos de ley interpuestos en contra de la resolución No. 1731 del 9 de diciembre del 2015, ya que la misma se notificó, y si acaso el solicitante consideró que era ilegal o tenía algún vicio de ilegalidad, debió utilizar los mecanismos ordinarios ya que la acción de tutela es subsidiaria y no es la vía para controvertir actuaciones administrativas. Finalmente pidió negar el amparo, a su informe anexó copia de la respuesta que emitió al derecho de petición elevado mediante oficio No. 43594 y de sus constancias de notificación. 
Sobrevino el fallo que ahora se revisa en el que se decidió negar el amparo; para así decidir, indicó el despacho que la parte accionada dio respuesta al petitorio incoado y que es inviable pretender mediante ese derecho de petición cambiar las decisiones que la Defensoría del Pueblo tomó dentro del trámite de las acciones de grupo, ya que las mismas deben ser controvertidas ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa a la accionante la negativa a reintegrarle unas sumas de dinero que estima deben ser devueltas y por la falta de contestación de sendos derechos de petición que elevó ante la entidad accionada. 

  



El Juzgado de primer grado, se dijo, negó la protección invocada.




La Sala coincide con la resolución a la que arribó el juzgado de primer grado, en lo que atañe con la inexistencia de la vulneración al derecho fundamental al debido proceso; también concuerda con la falta de vulneración al derecho de petición en lo que toca con la solicitud del 13 de septiembre del año 2018; sin embargo, disiente en lo que concierne con el requerimiento que se envió el 17 de julio de ese mismo año, el que hasta ahora no se ha contestado de fondo. Se explica. 





Es cierto que la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario cuya vocación, en principio, no es derruir las actuaciones administrativas, pues para ello es adecuada la jurisdicción contenciosa administrativa, a menos que se utilice el amparo como mecanismo transitorio para prevenir un perjuicio irremediable; situación que en el de marras ni siquiera se insinuó.




En tal sentido la Corte Constitucional
 enseña:





En materia de actos administrativos de contenido particular y concreto, la jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que por regla general la acción de tutela no es procedente para controvertir actos administrativos toda vez que las discrepancias suscitadas por la aplicación o interpretación de los mismos deben ser dirimidas a través de la jurisdicción contenciosa administrativa. No obstante, en criterio de la Corte, la aceptación de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra los actos administrativos depende de si el contenido de los mismos implica una vulneración evidente de los derechos fundamentales o la amenaza de la ocurrencia de un perjuicio irremediable de tal magnitud que obligue la protección urgente de los mismos. (Se destaca)




Como así es, debe ser la jurisdicción contenciosa administrativa la que se encargue de verificar las presuntas irregularidades que aquí se exponen, por medio de los medios de control que se estimen pertinentes para ese fin. 




Por otra parte, también es cierto que la entidad accionada dio contestación de fondo y congruente a la petición radicada el 13 de septiembre del año 2018.





Sobre la salvaguarda de aquel la misma Corporación ha dejado claro que
:





El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”
. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones
: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”
.





En efecto, basta observar la copia del petitorio que reposa a folios 29 a 32 del expediente para descubrir su absoluta sintonía con la contestación, cuya notificación se acreditó
, visible a folios 53 a 55; y no se piense, como se dijo en la impugnación, que la accionada se limitó a absolver las pretensiones principales y dejó de lado las subsidiarias, cuando es claro, según se puede ver en la copia del escrito enviado a la Dirección Nacional de Recursos y Acciones Constitucionales de la Defensoría del Pueblo, que en él solo está plasmada una pretensión principal, relacionada con la devolución del dinero, la que, se insiste, fue absuelta con suficiencia por el Director de esa dependencia mediante el oficio ya referenciado. 




No sucede igual con el derecho de petición radicado el 17 de julio del año 2018
, porque en él, se recuerda, se solicitó certificar la forma y la fecha en la que se notificó el contenido de la resolución 1005 del 17 de junio del año 2016, a lo que se contestó:




En atención a su oficio No. 32750, mediante el cual solicita que se certifique la forma en la que se notificó al municipio de Pereira el contenido de la Resolución No. 1005 del 2016, se informa que:





- Mediante memorando No. 3030-314 del 28 de junio de 2016 se remitió a la Defensoría del Pueblo - Regional Risaralda, copia de la Resolución No. 1005 de 2016, con el fin de que se notificará al apoderado de la parte actora y al Municipio de Pereira - Risaralda.





En atención a lo anterior, se solicitó a la Regional Risaralda el soporte de la notificación realizada al municipio de Pereira, una vez sea allegado, se remitirá la respectiva certificación.





Así que, como en el expediente no aparece acreditada la remisión de la aludida certificación y a ella ni siquiera se hizo alusión en la contestación que se allegó a este amparo, se ordenará a la Defensoría del Pueblo, si no lo ha hecho, dar respuesta congruente con lo pedido en aquella oportunidad. 
Puestas de esta manera las cosas, se confirmará parcialmente el fallo prestado y se revocará solo para declarar vulnerado el derecho fundamental del accionante en relación con el petitorio enviado el 17 de julio del año 2018, identificado con el número de oficio 32750
. En tal virtud, se ordenará a la accionada responderlo de fondo y en armonía con lo reclamado. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida el 20 de noviembre del 2018, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela iniciada por la el Municipio de Pereira contra la Defensoría del Pueblo. 
Se REVOCA en relación con el derecho de petición enviado a la Dirección Nacional de Recursos y Acciones Constitucionales de la Defensoría del Pueblo el 17 de julio del año 2018.
En su lugar se declara conculcado el derecho fundamental de petición del Municipio de Pereira en lo que toca con la aludida solicitud y en consecuencia:
Se ORDENA al Director Nacional de Recursos y Acciones Constitucionales de la Defensoría del Pueblo, Hernán Guillermo Jojoa Santacruz, o quien haga sus veces, que proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, a dar respuesta de fondo, clara y precisa al Municipio de Pereira, sobre el derecho de petición enviado por esa cartera, el 17 de julio del año 2018, identificado con el número de oficio 32750.
   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
         
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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